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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL

	Fecha (dd/mm/aa):
	2-12-2022

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	“Por la cual se establecen los requisitos, perfiles y honorarios para los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, y los contratos de prestación de servicios personales financiados con recursos del Fondo de Inversión para la Paz-FIP- del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social; y se derogan las Resoluciones 03093 del 21 de noviembre de 2014, 03689 del 15 de diciembre de 2016 y 00011 del 2 de enero de 2018”.

	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

El inciso primero del artículo 3 de la Ley 80 de 1993 establece que: “los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”.

El numeral 3 del artículo 32 de la citada ley, define los contratos de prestación de servicios así: “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”.

En el artículo 2, numeral 4, literal h, de la Ley 1150 de 2007, se dispuso que la modalidad de contratación directa procederá, entre otros, para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales.

El artículo 2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 1082 de 2015, por medio del cual se expide el decreto único reglamentario del sector administrativo de planeación nacional, establece que: “Las Entidades Estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate. En este caso, no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita (…)”.

El artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público establece que: 

“Los contratos de prestación de servicios con personas naturales o jurídicas, solo se podrán celebrar cuando no exista personal de planta con capacidad para realizar las actividades que se contratarán.

Se entiende que no existe personal de planta en el respectivo organismo, entidad, ente público o persona jurídica, es imposible atender la actividad con personal de planta, porque de acuerdo con los manuales específicos, no existe personal que pueda desarrollar la actividad  para la cual se requiere contratar la prestación del servicio, o cuando el desarrollo de la actividad requiere un grado de especialización que implica la contratación del servicio o cuando aun existiendo personal en la planta, este no sea suficiente, la inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el jefe del respectivo organismo.

Tampoco se podrán celebrar estos contratos cuando existan relaciones contractuales vigentes con objeto igual al del contrato que se pretende suscribir, salvo autorización expresa del jefe del respectivo órgano, ente o entidad contratante. Esta autorización estará precedida de la sustentación sobre las especiales características y necesidades técnicas de las contrataciones a realizar”.
El artículo 2.8.4.4.6. del decreto en mención dispone: “Prohibición de contratar prestación de servicios de forma continua. Está prohibido el pacto de remuneración para pago de servicios personales calificados con personas naturales, o jurídicas, encaminados a la prestación de servicios en forma continua para atender asuntos propios de la respectiva entidad, por valor mensual superior a la remuneración total mensual establecida para el jefe de la entidad. (…)”. A su vez el parágrafo tercero establece que excepcionalmente se podrán pactar honorarios superiores al límite fijado cuando se requiera la prestación de servicios altamente calificados, caso en el cual el representante legal debe certificar el cumplimiento de los siguientes aspectos: 1. Justificar la necesidad del servicio altamente calificado; 2. Indicar las características y calidades específicas altamente calificadas que reúna el contratista para la ejecución del contrato, y 3. Determinar las características de los productos y/o servicios altamente calificados que se espera obtener.

El artículo 2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 1082 de 2015 señala, para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, lo siguiente: “Las Entidades Estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate. En este caso, no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita”.

La Directiva Presidencial No 08 de 2022 estableció directrices de austeridad del gasto, impartió medidas para la optimización de recursos en la contratación y, específicamente en lo referente a los contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión, dispuso que: 

“(…) las entidades públicas solo podrán celebrar contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión cuando estos sean estrictamente necesarios por el volumen de trabajo que tenga a su cargo su personal de planta, o por la necesidad de conocimientos especializados. La necesidad de estos contratos deberá justificarse detalladamente, caso a caso, en los documentos precontractuales, entre otros con las cifras de procesos, el número de proyectos, la gestión mensual, razones de la complejidad del servicio a contratar y el tiempo durante el cual se requerirá ese apoyo, que en ningún caso tendrá vocación de permanencia (…)”.

En virtud de los principios de transparencia y selección objetiva que rigen la contratación estatal, correspondiente a las entidades públicas, además del acatamiento de las reglas propias de la planeación del proceso de contratación, se deben establecer reglas objetivas para la selección de los contratistas sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva.

La idoneidad estará directamente relacionada con la formación académica y con la experiencia que demanden ser acreditadas por el futuro contratista para cada uno de los perfiles requeridos, lo cual deberá ser evidenciado con la correspondiente certificación de idoneidad y experiencia que será suscrita por el respectivo jefe de área solicitante.

La tabla de honorarios se constituye como un instrumento objetivo para determinar los honorarios conforme al perfil acreditado, al título de formación académica, la experiencia y el objeto y obligaciones a ejecutar en atención a la necesidad de la entidad, sin que se tengan en cuenta factores subjetivos.

Mediante la Resolución No. 03093 del 21 de noviembre de 2014, entre otras disposiciones, se delegó en el subdirector de Talento Humano de Prosperidad Social, la función de expedir y suscribir la certificación de insuficiencia y/o inexistencia de personal a la que se refiere el artículo primero del Decreto 2209 de 1998. Por lo anterior, se hace necesario mantener la delegación en esta materia en cabeza del Subdirector de Talento Humano.

Mediante la Resolución No. 00852 de 2022 se delegó al Secretario General, la autorización de que trata el inciso tercero del artículo 1 del Decreto 2209 de 1998, compilado por el Decreto 1068 de 2015.

Mediante la Resolución 03689 del 15 de diciembre de 2016, se modificó la Resolución 03093 del 21 de noviembre de 2014, en cuanto a la tabla de honorarios, así como la forma de incremento de los valores incluidos en ella.

Mediante la Resolución 00011 del 2 de enero de 2018, se modificó la Resolución 03093 del 21 de noviembre de 2014 y la Resolución 03689 del 15 de diciembre de 2016, y se adoptó la tabla de honorarios, requisitos y equivalencias para los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, así como los suscritos con cargo a los recursos del Fondo de Inversión para la Paz-FIP de Prosperidad Social. Del mismo modo la entidad expidió la Circulares 35 de 2019, 28 de 2020 y 33 de 2021, en donde se fijó la tabla de honorarios para las respectivas vigencias.

En atención a la política de austeridad del gasto y la experiencia en la estructuración de la contratación de la entidad, se requiere la suscripción de contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, así como la suscripción de contratos de prestación de servicios personales financiados con recursos del Fondo de Inversión para la paz- FIP, regulados en el Manual de Contratación de la entidad y, por lo tanto, es necesario actualizar la tabla de honorarios y establecer algunas disposiciones en materia contractual. 

En consecuencia, se hace necesario derogar las Resoluciones 03093 del 21 de noviembre de 2014, 03689 del 15 de diciembre de 2016, 00011 del 2 de enero de 2018 y las Circulares 35 de 2019, 28 de 2020 y 33 de 2021.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO
La presente Resolución rige para todos contratistas del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.


	3. VIABILIDAD JURÍDICA
3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo: 
Artículo 211 de la Constitución Política. La ley señalará las funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en sus subalternos o en otras autoridades. La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre reformar o revocar aquel, reasumiendo la responsabilidad consiguiente.

La ley establecerá los recursos que se pueden interponer contra los actos de los delegatarios.
Nota: publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991
Artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto. <Artículo modificado por el artículo 124 de la Ley 1957 de 2019. El nuevo texto es el siguiente:> Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en funcionarios del nivel directivo, o quien haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones legales vigentes.

En la sección correspondiente a la rama legislativa estas capacidades se ejercerán en la forma arriba indicada y de manera independiente por el Senado y la Cámara de Representantes; en la sección correspondiente a la Rama Judicial serán ejercidas por el Consejo Superior de la Judicatura; igualmente en el caso de la Jurisdicción Especial para la Paz serán ejercidas por la Secretaría Ejecutiva de la misma.

En los mismos términos y condiciones tendrán estas capacidades las Superintendencias, Unidades Administrativas Especiales, las Entidades Territoriales, Asambleas y Concejos, las Contralorías y Personerías Territoriales y todos los demás órganos estatales de cualquier nivel que tengan personería jurídica.

En todo caso, el Presidente de la República podrá celebrar contratos a nombre de la Nación.
Nota: Diario Oficial 42.692 de enero 18 de 1996
Decreto 2094 de 2016. Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad Social.
Nota: Diario Oficial No. 50.095 de 22 de diciembre de 2016
Decreto 1663 de 2021. Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad Social 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada: 
Desarrolla la Ley 80 de 1993, 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y la Directiva Presidencial 08 de 2022 los cuales se encuentran vigentes.

3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas: 
Deroga las Resoluciones 03093 del 21 de noviembre de 2014, 03689 del 15 de diciembre de 2016, 00011 del 2 de enero de 2018 y las Circulares 35 de 2019, 28 de 2020 y 33 de 2021.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Sentencia de unificación proferida por el Consejo de Estado con fecha 9 de septiembre del año 2021 SUJ-025S2-2021.

· La primera regla define que el «término estrictamente indispensable», al que alude el numeral 3.º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, es el señalado en los estudios previos y en el objeto del contrato, el cual, de acuerdo con el principio de planeación, tiene que estar justificado en la necesidad de la prestación del servicio a favor de la Administración, de forma esencialmente temporal u ocasional y, de ninguna manera, con ánimo de permanencia.
· La segunda regla establece un periodo de treinta (30) días hábiles, entre la finalización de un contrato y la ejecución del siguiente, como término de la no solución de continuidad, el cual, en los casos que se exceda, podrá flexibilizarse en atención a las especiales circunstancias que el juez encuentre probadas dentro del plenario.
· La tercera regla determina que frente a la no afiliación a las contingencias de salud y riesgos laborales por parte de la Administración, es improcedente el reembolso de los aportes que el contratista hubiese realizado de más, por constituir estos aportes obligatorios de naturaleza parafiscal. 
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 

No aplica



	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
De conformidad con las Políticas de austeridad del gasto y en concordancia con las directrices establecidas por la Directiva Presidencial No 08 de 2022, que impartió medidas para la optimización de recursos en la contratación, la presente Resolución que establece los requisitos, perfiles y honorarios para los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, y los contratos de prestación de servicios personales financiados con recursos del Fondo de Inversión para la Paz-FIP- del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, es consecuente con las medidas de austeridad del gasto.
La presente resolución por sí sola no tiene un impacto económico ni compromete recursos.


	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
          No requiere


	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
Las disposiciones contenidas en el proyecto de Resolución no tienen impacto medioambiental como tampoco sobre el patrimonio cultural de la Nación.


	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	No aplica.

	

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	(Marque con una x)

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	(Marque con una x)

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	(Marque con una x)

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	(Marque con una x)


Aprobó:
LUCY EDREY ACEVEDO MENESES
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
Aprobó: Jonathan Ramírez Nieves-Secretario General
Revisó:  Diana Alexandra Chaves Quiroga- Asesora Dirección General

              Andrea Carolina Collantes- Asesora Subdirección de Programas y Proyectos

              Karen Johanna Ayala- Contratista Subdirección de Programas y Proyectos 
              Omar Barón Avendaño – Oficina Asesora jurídica

Proyectó: Diana Alexandra Chaves Quiroga- Asesora Dirección General 
Claudia Cabrera-contratista.
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